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RESUMEN 

Dentro del presente trabajo de divulgación analizaremos los aportes que en materia de educación 

para la ciudadanía, pueden fortalecer las medidas encaminadas al cumplimiento de los objetivos del 

Sistema Nacional o Estatales Anticorrupción, reflexionando la manera en que se pueden generar 

nuevas competencias en los estudiantes que coadyuven los objetivos y la función de los Comités de 

Participación Ciudadana frente al combate a la corrupción en conjunto con los Comités Coordinado-

res del mismo Sistema. 

ABSTRACT 

Within this outreach work analyze the contributions in education for citizenship, can strengthen mea-

sures aimed at meeting the objectives of the National or State Anti-Corruption, reflecting how you can 

generate new skills in students that help the objectives and the role of Citizen Participation Commit-

tees against fighting corruption in conjunction with the Coordinating Committees on the same system. 
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Como parte del algunas aportaciones del presente trabajo, dentro del marco multifactorial que encu-

bre a la corrupción, abordaremos de manera transversal el tema de la educación para la ciudadanía, 

lo anterior con la finalidad de comprender que la corrupción es un síntoma y a su vez es una radio-

grafía del contexto educativo que enfrente nuestro país. Así mismo, hablamos de la creación de un 

sistema para atacar este síntoma, pero dicho sistema tendría que buscar configuraciones en los an-

damiajes sociales, de tal suerte que la formación ciudadana recae como una responsabilidad social 

para que erradicar el síntoma, y con ello potenciar el mejor funcionamiento de los Sistemas Antico-

rrupción y sus elementos que los conforman. 

La relevancia de esta reflexión obedece fundamentalmente a descubrir si los Sistemas Anticorrup-

ción serán realmente efectivos, o bien, si paralelamente a su operatividad se visualizan algunas 

áreas de oportunidad y la posible o posibles propuestas de mejora para su óptimo desempeño. Se 

toma en cuenta de manera puntual la educación, principalmente en lo que respecta a su focalización 

como uno de los pilares más fuertes para la toma de decisiones y para la creación de una ciudada-

nía analítica y reflexiva, como antesala para el emprendimiento de políticas públicas o de programas 

de los propios Sistemas. 

De las aportaciones relevantes en el presente estudio sobresalen el análisis realizado a los avances 

y retos que nos deja el tránsito del civismo clásico a la educación ciudadana, en la formación de ca-

pital social activo y responsable en cuanto a las prácticas que implican la misma cotidianidad, de tal 

suerte que podemos afirmar que en el combate a la corrupción la educación es un eje esencial: den-

tro del estudio se verá el gran reto que tenemos acorde a diversas estadísticas en cuanto al combate 

a la corrupción, trasluciendo que la educación y la formación de la ciudadanía son pilares en la cons-

trucción de una responsabilidad cívica nacional y republicana. 

Además, el presente trabajo recobra relevancia por el trabajo metodológico que sostiene de manera 

teórica y cuantitativa mediante la presentación de datos obtenidos por encuestas, índices y diversos 

indicadores sobre los niveles de corrupción que se presentan en el país, y aunque a nivel subnacio-

nal para el caso de Guanajuato aún no existan en exhaustividad indicadores firmes que puedan ser 

tomados en cuenta con la certeza metodológica con la que son tomados indicadores nacionales e 



internacionales, lo interesante es la realización de un estudio deductivo del reflejo nacional aterriza-

do al ámbito local. 

En el entorno político actual que enfrenta México, hablar de la corrupción, es referirse a un problema 

multifactorial que lacera profundamente el tejido social y que a su vez resta credibilidad en el aparato 

gubernamental generando descontrol, desconfianza, inseguridad e impunidad, amén de que dismi-

nuye la democracia, el desarrollo social y fomenta la violencia en cualquier ámbito ya sea público, 

privado o político.  

LA EPISTEMOLOGÍA Y LA FORMACIÓN CIUDADANA 

Para Karl Popper (1980), la concepción de la epistemología se establece en tres dimensiones: el 

interés acerca de la validez del conocimiento; su desinterés hacia el sujeto del conocimiento; y el 

carácter lógico-metodológico es decir, normativo y filosófico del mismo conocimiento. Sin embargo, 

para Piaget (Chalmers, 1982) la epistemología se caracteriza por principios opuestos a los de Pop-

per: le interesa la validez del conocimiento pero también las condiciones de acceso al conocimiento 

válido; así que el sujeto que adquiere el conocimiento se vuelve relevante y debe ocuparse también 

de la génesis de los múltiples aspectos de la ciencia que van más allá de las dimensiones estricta-

mente lingüística y lógico-formal. Así, la epistemología tiene además de un carácter fundamental-

mente científico -al ser la rama de la filosofía cuyo objeto de estudio es el conocimiento-, una impor-

tancia teórica, empírica, metodológica y práctica. 

Para nuestro modelo educativo actual, la generación de competencias cognitivas, procedimentales y 

actitudinales de manera transversal en la educación primaria, conlleva un índice muy particular fren-

te a los valores cívicos -comprendiendo la dificultad en el orden axiológico- pero sí con un propósito 

fundamental: el fortalecimiento de la ciudadanía, marcado por una evolución desde el paradigma 

clásico del civismo hasta enfoques integrales de formación ciudadana.  

El civismo clásico es “la capacitación que recibe el ciudadano en ciernes para conocer sus 

derechos, obligaciones, el funcionamiento de su país y de las instituciones democráticas”, afirmando 

la identidad nacional, el desarrollo de sentimientos patrios y el respeto al Estado de Derecho. Por su 



parte, la formación de la ciudadanía activa exige abandonar el atavismo anterior a favor de una edu-

cación cívica moderna, que incorpore la vida cotidiana como fuente de conocimientos y de situacio-

nes que le den sentido a las leyes, valores y procedimientos, y además, que asocie a la 

resolución de los problemas de la vida en la búsqueda de una convivencia más cualificada (Caste-

llanos y Lozano, 1998).  

El tránsito desde el cual se traslada el civismo clásico a la educación ciudadana inicia en la década 

de 1970, cuando emergieron nuevos sujetos sociales como producto de los movimientos de defensa 

de los derechos civiles y políticos que caracterizaron gran parte del mundo occidental desde finales 

de la década de 1960, siendo acallados violentamente por los gobiernos dictatoriales.  

El combate a la corrupción y la responsabilidad que se deriva de los servidores públicos tiene un 

precedente importante en la década de los ochentas cuando se publicó la Ley Federal de Respon-

sabilidades de los Servidores Públicos para reorientar la actividad política y administrativa del poder 

público al principio de legalidad (Osornio, 1987). Dicha Ley fue pensada y diseñada como una medi-

da efectiva para evitar el abuso del poder, sobre todo cuando hablamos de una década en la que la 

corrupción se elevó a dimensiones incontrolables, cuyo lastre lo seguimos padeciendo hoy en día.  

A largo plazo, consideramos, los Sistemas Anticorrupción deberán garantizar haber tomado las me-

didas necesarias y suficientes para reducir los sobornos en servicios públicos, revisando sus tarifas, 

plataformas electrónicas, canales de confidencialidad y realizando diagnósticos de trámites y proce-

dimientos burocráticos; preparando a la sociedad civil para transitar de un ejercicio de pasividad a un 

ejercicio de reflexión y de participación conformado en torno a la transparencia, tanto de iure como 

de facto, en un contexto seguro, facilitando el acceso a la información; fortaleciendo a las institucio-

nes que imparten justicia, con procesos objetivos en la asignación de jueces, condiciones de trabajo, 

salarios, causas, así como de quienes detectan, investigan y condenan estos actos, fortaleciendo el 

uso de plataformas digitales, eliminando la inmunidad política; saneando las instituciones policiales, 

afianzando la disciplina interna y la rendición de cuentas, y protegiendo a los denunciantes de cual-

quier represalia favoreciendo canales accesibles y anónimos, donde el manejo indebido de su infor-

mación de lugar a sanciones a los servidores públicos, asegurando a los particulares recibir protec-

ción personal. 



La corrupción, la impunidad, la falta de educación, las carencias sociales y económicas, la falta de 

valores, el interés personal sobre la masa, y el incumplimiento del pacto social pueden revertirse en 

la medida en que fomentemos la honestidad, la transparencia, la información, desde las plataformas 

electrónicas hasta la denuncia a través de la multimedia en redes sociales, que a través de la panóp-

tica, limiten la causalidad del hecho. Por otra parte, desde la vinculación social y académica, debe-

mos fomentar el civismo, los valores, el nacionalismo, el respeto y la disciplina, midiendo constante-

mente la percepción de la corrupción y la participación en conductas atípicas, así como las actitudes 

personales y sociales frente a los actos de corrupción. Por otra parte, mientras el Estado genere me-

jores condiciones de trabajo, coadyuvando al empresariado, se puede lograr mucho más. 

Aunado a las responsabilidades que tiene el Estado para generar condiciones laborales propicias 

para inhibir las prácticas corruptivas, se tendría que atender la parte del sistema educativo del país, 

y es que resulta que aunque se emprendan medidas precautorias y preventivas, como los sistemas y 

los comités, sí estas se realizan desde una misma élite y no se ataca el problema de la cultura políti-

ca y cívica desde la raíz, entendida como problema multifactorial, no habrá mejor ni mayores resul-

tados, habría que entender que en este sentido, hablando de educación… “Las funciones que cum-

ple la escuela en y para la sociedad son imprescindibles para la misma, la importancia de la educa-

ción en ámbitos formales es tal, que en muchas ocasiones determinan el rumbo de naciones ente-

ras” (Martínez: 119,  2014) 

La educación funge como parte medular y por tanto imprescindible para hacer funcionar cualquier 

sociedad y por ende cualquier medida generada por el Estado tendría que considerar la educación y 

el papel que juega la educación para la ciudadanía en los niveles de media superior y superior den-

tro del sistema educativo del país. 

Consideramos que la generación de competencias cognitivas, procedimentales y actitudinales rela-

cionadas específicamente con la materia anticorrupción, desde la causalidad de los hechos hasta los 

escenarios posibles en los cuales un sujeto se puede ver involucrado en estos hechos, favorecerán 

la cultura de la legalidad, la honestidad en el servicio público, así como un mayor desarrollo econó-

mico y social, con la consecuente disminución de la violencia y un mayor acceso a la democracia 

(Casar, 2015). 



La Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), en el año 2015, establecía 

que “Un ambiente libre de corrupción es, por naturaleza, un bien público”. Diversas instituciones 

como Transparencia Internacional el Foro Económico Mundial, el Banco Mundial, Global Integrity y 

World Justice Project (WJP), establecen que la corrupción es el abuso del poder público para benefi-

cio privado y particularmente, han investigado la percepción, participación, leyes y prácticas en ma-

teria de la misma, estableciendo que no son solamente los ciudadanos, sino los empresarios, quie-

nes aquejan estas prácticas que atentan entre otras cosas, también, contra el libre mercado (Casar, 

2015). 

México cayó seis lugares en el Índice de Percepción de la Corrupción 2017, al pasar del lugar 129 al 

135, entre 180 países acorde a lo que establece Transparencia Internacional : mientras más se 3

acerque a la posición más alta del listado, mayores son los niveles de corrupción, obteniendo una 

calificación de 29/100. También está en el lugar 127 conforme lo que puntualiza el Banco Mundial, 

con una calificación de 39 sobre 100 (Clemente, 2018). 

En el G20, nos encontramos en el lugar 20 de 20 países. Acorde a la escala del World Justice Pro-

ject, somos uno de los 20 países más corruptos. Si nos comparamos con los BRIC (Brasil, Rusia, 

India y China),  solo estamos por encima de Rusia (lugar 4/5). En cuanto al continente, nos corres-

ponde el lugar 22 de 32 países, y en la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico 

(OCDE), somos el lugar 34, de 34 países.  

Con la información recuperada del Barómetro Global de la Corrupción, más del 90% de los ciudada-

nos menciona que la corrupción es un problema, y más del 80% que es un problema serio. Dicen los 

mexicanos que la corrupción está en el tercer lugar de los problemas más importantes, con un 48%, 

después de la inseguridad (70%) y el desempleo (51%) (Casar, 2015). En cuanto a la Encuesta Na-

cional de Calidad e Impacto Gubernamental del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 

para el año 2013, el Estado de Guanajuato estaba por debajo de la media nacional, entre Durango y 

Oaxaca, en cuanto a la percepción de la corrupción.  

 Transparencia Internacional representa una organización internacional no gubernamental y sin fines de lucro que reali3 -
za un ranking mundial de percepción de la corrupción, para los fines aquí sugeridos tomamos en cuenta lo referente al 
capítulo de México en su último informe recuperado de: https://www.tm.org.mx



La mayor percepción de la corrupción se encuentra en la Ciudad de México, con un 95.3%, mientras 

que la menor está en Querétaro, con un 65%. La media nacional es de 85%; para el año 1996, hubo 

502 menciones en la prensa nacional, y 27 titulares, en cuanto a noticias relacionadas a la corrup-

ción. En el año 2014, se incrementaron a 29,505 notas y 2,587 titulares (ENCIG, 2013).  

Para el año 2017, acorde a la ya mencionada Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Guberna-

mental del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Guanajuato es el Estado con menor per-

cepción de la corrupción: la tasa de población que tuvo contacto con algún servidor público y expe-

rimentó al menos un acto de corrupción fue de 8,968 por cada 100,000 habitantes en la Entidad. A 

nivel nacional, la tasa de prevalencia de corrupción fue de 14,635 por cada 100 000 habitantes (EN-

CIG, 2017). 

Con base en los datos brindados anteriormente sobre la posición que guarda México frente a la co-

rrupción, como bien lo señala Martínez (2014), dentro del Plan Nacional de Desarrollo para el sexe-

nio del Presidente Enrique Peña Nieto, se establecieron cinco metas, siendo una de ellas tener un 

México con Educación de Calidad. Para ello, habría que sentar las bases y las condiciones para que 

dentro del sistema educativo se plantee desde una visión armónica que implique forzosamente el 

reconocimiento de la responsabilidad individual frente al entorno en que vivimos. De manera lamen-

table, en la Reforma Educativa que se constituye para este efecto, todavía tiene mucho que hacerse 

para transitar del civismo clásico a la formación ciudadana, ya que los elementos de valores, demo-

cracia y ciudadanía todavía se parecen más a un civismo tradicional, que a la educación para una 

verdadera ciudadanía conscientes de sus derechos, con valores cívicos, un alto sentido de respon-

sabilidad ciudadana y habilidades para participar, que ejerza la autoridad democrática, tome decisio-

nes y conviva de manera solidaria, respetuosa, tolerante y justa, particularmente en el combate a la 

corrupción y la formación en la integridad. 

Debemos fortalecer la ciencia ante la percepción social, la objetividad ante la falta de credibilidad. El 

diagnóstico precisa del síntoma y del signo que ante la percepción, la evidencia. 

Decía Sor Juana Inés de la Cruz, en uno de sus escritos: “O cuál es más de culpar, aunque cualquie-

ra mal haga: ¿la que peca por la paga, o el que paga por pecar?”. Más allá de lo que se pueda ex-

trapolar al respecto, los principios inculcados, el temor a la condena moral y el rechazo social, así 



como el sentimiento de justicia hacia uno mismo y los demás, son diques eficaces contra la corrup-

ción. 

María Amparo Casar, en su análisis “Anatomía de la Corrupción” (2015), publicado por el Instituto 

Mexicano de la Competitividad, establece entre otras cosas que la sociedad civil se enfoca en que la 

corrupción solamente se da entre los políticos y los ricos, sin embargo, la gran mayoría de los ciuda-

danos carece de una cultura de la legalidad. Acorde a la II Encuesta Nacional de Cultura Constitu-

cional 2011, publicada por la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y el Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, un 92.8% de los mexicanos conocen poco o nada de lo establecido en 

nuestra Carta Magna. Para el año 2015, este índice descendió a 90.5% (ENCC, 2015).  

Sin embargo, afirma Casar, no denuncia la ciudadanía por desconfianza, pero participan de actos de 

corrupción desde el ciudadano de a pie hasta el empresariado. Hay que fomentar la mejora regulato-

ria, porque existe una inhibición en el buen entorno de negocios por la falta de certeza jurídica, la 

ineficiencia burocrática y los principales problemas en la impartición de justicia. 

La corrupción es también un obstáculo para la competitividad, la producción, la inversión y el creci-

miento. También, el mal desempeño en este aspecto se da por la sobrerregulación que genera co-

rrupción y la ineficiencia en el gasto público por el desvío de recursos, pagos extraoficiales y sobor-

nos, acorde a lo establecido por el Índice de Competitividad Global 2014-2015, y favoritismo en deci-

siones de funcionarios. 

El Producto Interno Bruto en México, para el año 2015, fue de 1,151 billones de dólares. Solamente 

la corrupción equivale al 9% del mismo, acorde a lo que establecen tanto el Banco de México, el 

Banco Mundial y Forbes. Para este mismo índice, el INEGI establece el 2%. La Auditoría Superior de 

la Federación establece que la falta de sanciones a actos corruptos costó, para este mismo año, la 

cantidad de 86 mil millones de dólares. 

Así, mientras se informe a la ciudadanía de los resultados al respecto del combate a la corrupción, 

se aplique la ley sin favoritismos y se escuche a la sociedad civil y la academia, se podrá generar 

mayor productividad y mejores condiciones para todos a nivel nacional. 



En el año 2015, Peace and Corruption puntualizaba la relación significativa entre paz y corrupción. 

Cuando un país incrementa su corrupción, se acerca a un punto de inflexión (tipping point) donde un 

pequeño aumento en la misma lleva a una disminución sensible en la paz. El fenómeno de la co-

rrupción debe ser atendido por los costos en el agregado de la economía: no obstante que pareciera 

ser rentable por parte de los beneficiarios en el corto plazo, impacta negativamente en el funciona-

miento de la política y la convivencia social; y siendo multicausal y teniendo vertientes desde nuestro 

marco regulatorio hasta el sistema de justicia, es necesario atender la prevención, denuncia, investi-

gación, prevención y sanción del delito. 

Varios autores afirman que hay que conocer las causas y extensión de la corrupción (diagnóstico), 

tener compromiso político (voluntad), y establecer políticas públicas transexenales, transversales, 

integrales y que no persigan maximizar beneficios a corto plazo, sino generar condiciones y resulta-

dos sostenibles en el tiempo. Deben fomentarse modelos educativos con una formación de compe-

tencias basada en la cultura de la legalidad, que fomente las prácticas anticorrupción en los estu-

diantes de todos los niveles educativos, partiendo desde la escuela primaria que es, donde hasta la 

fecha, tenemos el cien por ciento de cobertura educativa, donde “prácticamente todos entre seis y 11 

años están en la escuela”, como lo expresó Sylvia Schmelkes del Valle, consejera del Instituto Na-

cional para la Evaluación de la Educación (INEE). Sin embargo, al presentar la ponencia “Justicia y 

equidad en educación” en el IV Congreso Nacional de Educación 2018, Pablo Latapí, de la organi-

zación Genera Educación, informó que un gran número de alumnos no están aprendiendo lo que 

necesitan para enfrentarse a la sociedad actual y para vivir de forma digna, como consecuencia de 

la educación obligatoria (La Jornada, 2018). 

Parte de los esfuerzos en Latinoamérica son también la Convención Interamericana contra la Co-

rrupción, generada por la Organización de Estados Americanos en el año 1997, la Convención para 

Combatir el Cohecho de Servidores Públicos en Transacciones Comerciales Internacionales, organi-

zada por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico en el año 1999, y la Conven-

ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción, realizada por la Organización de las Naciones 

Unidas en el año 2004. Éstos, buscan definir e identificar actos de corrupción e impulsar a los países 

a adecuar su legislación en estándares internacionales, y cooperar para terminar con las trabas lega-

les que entorpecen investigaciones a nivel global (Casar, 2015). 



Afortunadamente, en Guanajuato, ya existe la definición de faltas administrativas y delitos tanto en la 

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato como en el Código Penal 

de la Entidad. Hoy, estamos estableciendo medidas preventivas a través de la capacitación, el con-

trol interno, la participación de la sociedad civil así como su vinculación con el Comité de Participa-

ción Ciudadana, deseando impulsar proyectos extracurriculares de educación en materia anticorrup-

ción y en formación para la ciudadanía, el seguimiento de denuncias por medios de comunicación, la 

promoción del establecimiento de códigos de ética para funcionarios públicos, la tipificación de actos 

de corrupción de servidores públicos como delitos, la reforma de leyes relacionadas a concesiones 

públicas y auditorías de las mismas desde la academia, y analizamos medidas de prevención y san-

ción del soborno desde estándares internacionales, así como los mapeos de riesgos en la función 

pública y los mecanismos de prueba y denuncia. 

Son múltiples los factores que interactúan en el detrimento de la vida ciudadana y política de la so-

ciedad… se tiene que reconocer que actualmente la participación democrática vive una serie de difi-

cultades (Mendoza: 20, 2016) y una de ellas es el combate a la corrupción como un mal entrañable 

en el sistema político, no basta con realizar un mero señalamiento pero bastaría entender la causali-

dad multifactorial del síntoma para poder identificar esta parte transversal que siempre esta ahí: la 

educación, una vez entendido eso la aplicación de las medidas resultaría más eficaz y funcionaria 

desde lo local a lo nacional y a su vez en lo global alcanzando una de las metas (que impactaría se-

cuencialmente en las demás) que tenemos en el Plan Nacional de Desarrollo. 

CONCLUSIÓN 

Un diagnóstico correcto permitirá la definición de objetivos claros para la aplicación de instrumentos 

y medidas que favorezcan la honestidad y la transparencia, basado en la causalidad desde lo que 

los mismos estudiantes conceptualizan, más allá de lo cognitivo, como corrupción. Políticas públicas 

multidimensionales, que impliquen un análisis correcto del costo – beneficio en lo individual, una me-

jora regulatoria y aplicación de la ley en lo institucional y las actitudes y valores positivos frente a la 

ley en lo cultural, disminuirán el fenómeno multifactorial de la corrupción, en las dimensiones política-



meritocracia; económica-crecimiento; administrativa-claridad y predictibilidad de reglas; judicial-ley 

sin distingos; y programática-esfuerzo sostenido a largo plazo. 

Urge un educar para la ciudadanía, pasando de ser ciudadanos-súbditos, beneficiarios y consumido-

res pasivos, a convertirnos en agentes activos y ciudadanos participativos con gobierno sujeto al 

control, escrutinio y juicio de sus ciudadanos y sus decisiones, para que al final en algún punto al-

cancemos el deseable rol de ciudadanos empoderados, preparados para hacerse cargo de su propio 

desarrollo y de su vida en colectividad. (Velázquez: 127, 2017) de tal forma que como parte del diag-

nóstico y de las medidas desprendidas del mismo y como bien lo señala Velázquez (2017) existe 

una urgencia por educar para (en) la ciudadanía, una sociedad más educada en valores establecería 

los cimientos para el combate a la corrupción, hablamos que nuestra arma es una sociedad más y 

mejor educada. 

Desde el análisis epistemológico, en la manera mediante la cual se accede al conocimiento por parte 

de los mexicanos, es posible convencer y demostrar que es más rentable acabar con la corrupción, 

con un arma intangible pero de resultados como lo es la educación, que seguir fomentándola y tole-

rándola, ya que no es hoy por hoy un problema de ética pública, sino de supervivencia nacional que 

involucra valores, formación ética y un amplio sentido de la responsabilidad de autoridades y socie-

dad en educar en civilidad por el bien superior del país. 
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